INFORME DE LA COMISION DE DEFENSA NACIONAL, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley Nº 17.798 de Control de Armas y Explosivos, en lo relativo a fuegos artificiales, artículos pirotécnicos y otros artefactos de similar naturaleza. BOLETINES Nºs. 1502-02 y 1516-02, refundidos.

___________________________________

HONORABLE SENADO:





Vuestra Comisión de Defensa Nacional tiene el honor de informaros respecto del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, iniciado en mociones de los HH. Diputados señora María Angélica Cristi Marfil y señores Ramón Elizalde Hevia, José Luis González Rodríguez, Guido Girardi Lavín, Mario Hamuy Berr, Patricio Melero Abaroa, Alejandro Navarro Brain, Sergio Ojeda Uribe, Baldo Prokuriça Prokuriça y Carlos Valcarce Medina, y del H. Diputado don Isidoro Tohá González.





Os hacemos presente que el artículo 1º del proyecto debe aprobarse con quórum calificado, por cuanto modifica la Ley sobre Control de Armas y Explosivos. Lo anterior, de conformidad al artículo 92 de la Constitución Política, en relación con el artículo 63, inciso tercero, de la misma Carta Fundamental.





A su vez, el artículo 2º del proyecto tiene el rango de norma orgánica constitucional, puesto que se refiere a materias propias de la ley orgánica constitucional relativa a la organización y atribuciones de los tribunales de justicia. Ello, en virtud de lo dispuesto en el artículo 74 de la Constitución Política, en relación con el artículo 63, inciso segundo, de ese Texto Fundamental.





Asimismo, cabe dejar constancia que durante la tramitación del proyecto en la H. Cámara de Diputados se ofició a la Excelentísima Corte Suprema, con el objeto de recabar su parecer respecto al artículo 2º de la iniciativa, en cumplimiento de lo preceptuado en la Constitución Política. Ese Tribunal evacuó su respuesta, por oficio Nº 685 de 6 de julio de 1995, informando favorablemente el proyecto en cuanto a las materias consultadas.





A una o más de las sesiones en que la Comisión estudió este proyecto asistieron, además de sus miembros, los Honorables Diputados señora María Angélica Cristi Marfil y señor Patricio Melero Abaroa; el Director General de la Dirección General de Movilización Nacional, Mayor General don Javier Salazar, el Coronel de Ejército y encargado del Departamento de Control de Armas de esa Dirección, don Juan Núñez, y el asesor legal de ese organismo, don Jaime Cruzat; el Jefe de la 2ª Zona de Carabineros, General Jorge Bahamonde, y el Comandante de Justicia de esta última Institución, don Mario Herrera; el Jefe del Departamento Jurídico del Ministerio de Salud, señor Alfredo Montecinos, y la asesora legislativa de esa Secretaría de Estado, señora Danae Frings.





Concurrieron invitados también a exponer sus puntos de vista sobre esta iniciativa:





- La Corporación de Ayuda al Niño Quemado, "COANIQUEM", representada por el Presidente, doctor Jorge Rojas, el abogado señor Sergio Domínguez, el Director del Centro de Rehabilitación, doctor Rolando Saavedra, y la enfermera de su Dirección de Extensión, Docencia e Investigación, señora Edith Cornejo.





- Los importadores de fuegos artificiales, representados por el abogado don Cesar Vergara.





Los invitados acompañaron sus exposiciones con diversos documentos, que fueron debidamente considerados por los integrantes de la Comisión.

- - -

ANTECEDENTES





Para el debido estudio de esta iniciativa de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes antecedentes:

A.- ANTECEDENTES LEGALES





1.- El decreto supremo Nº 400, de 13 de abril de 1978, del Ministerio de Defensa Nacional, Subsecretaría de Guerra, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº17.798, sobre Control de Armas y Explosivos.





2.- El decreto supremo Nº 77, de 14 de agosto de 1982, del Ministerio de Defensa Nacional, Subsecretaría de Guerra, que aprueba el Reglamento Complementario de la ley Nº 17.798, que establece el control de armas y explosivos. Su Título Octavo trata de los Fuegos Artificiales.

B.- ANTECEDENTES DE HECHO





1.- La moción presentada en 1995 por los HH. Diputados señora Cristi y señores Elizalde, Girardi, González, Hamuy, Melero, Navarro, Ojeda y Prokurica (Boletín Nº 1502-02), cuyo objetivo principal fue prohibir la importación, venta, comercialización, tenencia, fabricación y distribución de toda clase de fuegos artificiales o artículos pirotécnicos destinados al uso personal o individual, exceptuando de esta prohibición la importación, venta, comercialización, fabricación y distribución de estos elementos cuando estén destinados a espectáculos masivos, fiestas, eventos o celebraciones de carácter público.





2.- La moción presentada en 1995 por el H. Diputado señor Tohá (Boletín Nº 1516-02), cuyos objetivos principales fueron prohibir el reparto y la comercialización de toda clase de fuegos artificiales, exceptuándose aquellos que estuvieren destinados a presentar espectáculos pirotécnicos, cuya realización se encuentre autorizada, según lo dispuesto en el reglamento correspondiente. Además, reservar la fabricación, importación, comercialización, exportación y almacenamiento de los fuegos artificiales para los señalados espectáculos, a las personas naturales y jurídicas que se encuentren previamente autorizadas para ello.





3.- La Cámara de Diputados acordó refundir las señaladas Mociones, y aprobó el proyecto con un texto cuyos objetivos principales son:





a) Prohibir la comercialización de fuegos artificiales de cualquier clase, tipo o efecto a menores de 18 años, y





b) Facultar a la Dirección Nacional de Movilización Nacional para autorizar la importación, comercialización, distribución o fabricación de toda clase de fuegos artificiales, artículos pirotécnicos y otros artefactos de similar naturaleza, sus partes y piezas, destinados al uso individual o colectivo, en la forma y condiciones que determine un reglamento.

- - -

DISCUSION GENERAL





Durante la primera sesión que vuestra Comisión dedicó al estudio y discusión del proyecto de ley materia de este informe, hizo uso de la palabra el Honorable Diputado señor Melero, quien concurrió a la Comisión de Defensa Nacional en representación de la Honorable Diputada señora María Angélica Cristi Marfil y de los demás Honorables Diputados autores del proyecto de ley en estudio.





Inició su intervención explicando que el proyecto busca prohibir la importación, la venta, la comercialización, la fabricación y distribución en el país de fuegos artificiales o artículos pirotécnicos de uso personal, y regular la realización de espectáculos pirotécnicos masivos.





Agregó que la motivación de una regulación tan drástica, como es en definitiva la de una prohibición, se dirige, principal y específicamente, a lo que es el uso particular de los fuegos artificiales.  No se está prohibiendo la realización de espectáculos masivos como los que se llevan a cabo en Valparaíso para el Año Nuevo o los organizados por algunas comunas de Santiago o de otras regiones.





Añadió que la presentación del proyecto de ley tuvo como eje justificador tres ideas fundamentales. La primera, constituida por la constatación en conjunto con el Ministerio de Salud y la Corporación de Ayuda al Niño Quemado, que desde 1994 a la fecha, en un seguimiento epidemiológico, la cantidad de niños quemados y los daños causados a la propiedad privada por los fuegos artificiales iba en constante aumento, aunque en las fiestas del año 1995 bajaron ligeramente los índices.





De lo anterior se puede derivar, resaltó el señor Diputado, que los fuegos artificiales en el uso particular son ingobernables.  Las cifras demuestran que del total de niños quemados, dos tercios eran meros espectadores, convirtiéndose en víctimas de los fuegos artificiales.  Un tercio de los niños se quema por manipular directamente dichos fuegos.





El señor Diputado prosiguió señalando que la regulación actual que prohíbe en el Reglamento de la Ley sobre Control de Armas y Explosivos, la venta a menores de 18 años, no inhibe el efecto, puesto que dos tercios de los quemados no participa directamente en la manipulación de los fuegos artificiales.





Continuó diciendo que la ingo-bernabilidad de un producto, legalmente autorizado en el país y que es básicamente importado desde China, y, en consecuencia, de fabricación responsable, es un elemento que no asegura el que no existan niños quemados.





El segundo elemento justificador de la presentación del proyecto de ley es aseverar que todos los fuegos artificiales queman, porque tienen como agente explosivo la pólvora.





Un tercer motivo se encuentra en las cifras que señalan a los niños como los grandes afectados por la acción de los fuegos artificiales.





Su Señoría acompañó a la Comisión un documento extraído de la "Revista Chilena de Pediatría" titulado "Quemaduras por fuegos artificiales".





Prosiguió su exposición, dando cuenta de lo acaecido con el proyecto de ley en la H. Cámara de Diputados, donde prosperó el planteamiento de los importadores de fuegos de artificio, en cuanto a la inconstitucionalidad de éste, por estimar que la prohibición afectaba la garantía constitucional contenida en el número 21 del artículo 19 de la Constitución Política, esto es, el derecho a desarrollar cualquiera actividad económica que no sea contraria a la moral, al orden público o a la seguridad nacional.





Dicho criterio, señaló, junto a lo establecido en los números 16 y 24 del mismo artículo 19 de la Carta Fundamental, referidos a la libertad de trabajo y su protección y al derecho de propiedad, llevó a adoptar un acuerdo de mayoría en la Sala de la Cámara de Diputados sobre la inconstitucionalidad del proyecto de ley, aprobándose un texto distinto al de la moción original, donde no se prohíbe la venta y la comercialización, sino que se propone la agregación de un artículo 3ºA a la Ley sobre Control de Armas y Explosivos, que exige la autorización de la Dirección General de Movilización Nacional para la importación, venta, comercialización, distribución o fabricación de fuegos artificiales, artículos pirotécnicos y otros artefactos de similar naturaleza.  Además, informó, se traslada desde la potestad reglamentaria al nivel legal la prohibición de venta a los menores de 18 años de edad.





El señor Diputado manifestó a la Comisión, en su nombre y en el de los demás autores del proyecto de ley, que la redacción dada no soluciona el problema planteado por los fuegos artificiales, sugiriendo la posibilidad de reponer la idea original, esto es, avanzar en la prohibición.





Prosiguió señalando que la argumentación de constitucionalidad esgrimida, principalmente por el Honorable Diputado señor Huenchumilla, tiene apreciaciones que permiten la prohibición de la venta de fuegos artificiales. En concordancia con ello, Su Señoría acompañó a la Comisión un trabajo efectuado por él, donde analiza la constitucionalidad del proyecto en análisis.





Finalmente, Su Señoría se hizo cargo de la argumentación referida a que la reacción a una prohibición es el fomento de la clandestinidad, indicando que un tercio de los fuegos artificiales en la actualidad es de origen clandestino y los dos tercios restantes son de origen industrial, debidamente fiscalizados, y también causan un daño enorme.





El señor Director General de la Dirección General de Movilización Nacional, comenzó su intervención expresando que la entidad bajo su mando concordaba con la esencia del proyecto de ley en análisis, esto es, el corregir las circunstancias actuales de comercialización de los fuegos artificiales.





Añadió que la Dirección General de Movilización Nacional había sugerido la incorporación, al texto del proyecto de ley, de la prohibición de comercialización de dichos productos a particulares, destacando la incompatibilidad que sobrevenía entre los bienes sujetos a cautela, que eran la salud de los menores de edad por un lado y la libertad de comercio por el otro. Sin embargo, el articulado que aprobó la Cámara de Diputados no recoge la prohibición de comercio, sino que mantiene la restricción legal de la venta a menores de edad, con mayores sanciones, pero, alertó, subsistiría la práctica de hacer poco posible el evitar el mal que se está causando.





Observó, además, que en el inciso cuarto del artículo 2º se establece que los jueces, una vez decomisados los elementos pirotécnicos, deben remitirlos a la Dirección General de Movilización Nacional, lo que, en la práctica hará poco probable su cumplimiento, puesto que el despacho desde lugares remotos del país sería muy dificultoso.





Lo anterior, podría solucionarse disponiendo la remisión de los productos incautados por el juez, a la autoridad fiscalizadora más cercana, manteniéndose a la Dirección General de Movilización Nacional con las facultades generales de disposición final de aquellos elementos.





Seguidamente, propuso la idea de incorporar una facultad a la Dirección General de Movilización Nacional, referida a la disposición o destino de los fuegos artificiales incautados, pudiendo consistir en la destrucción de los mismos o sacarlos a remate, coincidente con la idea prevaleciente hasta ahora, de permitir su venta a mayores de edad.





El Honorable Senador señor Frei consultó al señor Director General de Movilización Nacional, sobre el alcance de la idea de prohibición propuesta por  el organismo bajo su mando.





El señor Director General respondió que se trata de que no se comercialicen a particulares los fuegos artificiales, sino que sólo a aquellas empresas técnicamente dedicadas al rubro y registradas en la Dirección General. Con todo, insistió en la incompatibilidad que presentaría la idea recién expresada con la libertad de comercio, deduciendo que por ello la H. Cámara de Diputados había aprobado un texto que sólo prohibe la venta a los menores de dieciocho años.





El Honorable Diputado señor Melero manifestó que entendía que de lo expresado precedentemente se deduce que la posición institucional de la Dirección General de Movilización Nacional, en cuanto a la manera más adecuada de precaver los efectos nocivos que sobre la salud de la población genera la venta libre a particulares de fuegos artificiales, es prohibiéndola, pero con el impedimento configurado por la probable transgresión del derecho constitucional a la libertad de comercio. Preguntó, que si se entendiera salvada la inconstitucionalidad, porque no se afectaría la libre iniciativa económica, la propiedad privada y otras garantías constitucionales en juego, la Dirección General de Movilización Nacional insistiría en su idea de prohibir totalmente la comercialización a los particulares.





El señor Director General de la Dirección Nacional de Movilización Nacional respondió afirmativamente, en cuanto a que si se disiparan las dudas de constitucionalidad, procedería la prohibición así manifestada.





Luego hizo uso de la palabra el Honorable Senador señor Sinclair, solicitando la opinión del Director General respecto de una manera distinta de resolver el problema, sin atentar contra las garantías constitucionales, la que consistiría en entregar la manipulación de los fuegos artificiales exclusivamente a organismos especializados, como, por ejemplo, las empresas que contratan con las municipalidades la realización de espectáculos pirotécnicos.





El Mayor General don Javier Salazar expresó entender que la prohibición, en el proyecto de ley original, se estableció solamente respecto de particulares, pero permitiéndose expresamente a las empresas especializadas usar y comercializar los fuegos artificiales.





El Honorable Senador señor Prat manifestó que pueden distinguirse varios grados de restricción a la libertad en esta materia.  El primero de ellos es la prohibición total, presentándose grados intermedios como la comercialización en determinados tipos de locales y la prohibición de venta a menores de 18 años. Agregó, que en la medida que se asimile esta situación al sistema del control de armas, se puede llegar a una restricción que no impida absolutamente su comercialización, sino que la limite a quienes queden autorizados.





El señor Coronel de Ejército encargado del control de armas en la Dirección General de Movilización Nacional expresó que el sistema de comercialización de fuegos artificiales es común a todos los elementos que controla la ley pertinente, con algunas diferencias derivadas del nivel de aplicación.





De esta manera, continuó, si una empresa desea fabricar o importar elementos pirotécnicos o fuegos artificiales, requerirá de la autorización de la Dirección General de Movilización Nacional.  El control se ejercerá al gestionarse la acción comercial, al momento de ingresar la mercancía por la Aduana, y a su egreso de esta última cuando se somete al Banco de Pruebas, organismo asesor de la Dirección General. Añadió que para concretar la transacción, el empresario, inscrito previamente en la Dirección General requerirá de una autorización para comprar o vender.





Hasta este punto de la secuencia comercial, se ejerce un control efectivo por la Dirección General, pero la fiscalización no se efectúa sobre la venta al público, la que queda entregada a Carabineros, Institución que pese a sus esfuerzos ve dificultada su labor en este campo.





También informó de la existencia de otro tipo de control ejercido por la Dirección General, que recae sobre los fuegos artificiales destinados a espectáculos pirotécnicos de envergadura, los que requieren de la participación e identificación de un experto en manipulación de explosivos.





Seguidamente, se refirió a la diferencia entre el control de armas y el control de los fuegos artificiales, la que consiste en la fungibilidad de estos últimos, puesto que se queman y consumen sin dejar rastro.  En cambio, toda arma recibe un número y cuenta con un informe del Banco de Pruebas, lo que configura una prueba y registro de la misma.





A continuación intervino el señor Presidente de la Corporación de Ayuda al Niño Quemado, COANIQUEM, para demostrar el resultado de un análisis efectuado durante tres años, referido a la ingobernabilidad del fuego artificial independientemente de quien sea el usuario, esto es, sea que lo utilice un adulto o un menor de edad.





Agregó que la magnitud y trascendencia de las lesiones que producen las quemaduras ocasionadas por fuegos artificiales motivó a COANIQUEM, en colaboración con la Escuela de Salud Pública de la Universidad de Chile, a investigar el problema en la población del país menor de 15 años, en un período que abarcó desde los días 4 de diciembre de 1993 al 4 de enero de 1994 y en los mismos lapsos los años 1994-1995 y 1995-1996.





Añadió que dicha investigación comprendió Servicios de Salud y consultorios de Santiago, Valparaíso, Viña del Mar, Antofagasta, Iquique, Calama, La Serena, Talca, Concepción y Temuco. Junto a lo anterior, desde COANIQUEM se realizó una campaña de difusión masiva que abarcó la totalidad de los medios de comunicación, donde se alertó a la población sobre el peligro del uso de fuegos artificiales por los niños.





Los resultados del estudio realizado fueron los siguientes: en el período 1993-1994 se notificaron en Santiago 44 menores quemados; en el período 1994-1995 se conocieron 75 niños afectados, de los que 57 provenían de Santiago, 13 de Valparaíso y Viña del Mar y 5 de Antofagasta. En el período 1995-1996 el número de niños quemados en Santiago ascendió a 46, en Valparaíso a 18 y en Antofagasta a un solo caso.





En el último período, agregó, las lesiones fueron de gravedad, debiendo amputársele dedos de sus manos a cuatro niños, en tanto que un niño presentó un desgarro de la conjuntiva perdiendo la vista, y otro un traumatismo al oído que le ocasionó su pérdida.





Continuó informando que el 74% de los afectados son varones de 10 a 15 años manipuladores directos del artefacto. Las mujeres son espectadoras y tienen menos de nueve años, configurando un gran porcentaje de los niños quemados por fuegos artificiales. Añadió que el agente causal son chispitas, petardos y saltarinas de fabricación industrial. Agregó que el 73,3% de los elementos pirotécnicos fue comprado en el comercio establecido y un tercio fue elaborado por los mismos afectados.





Destacó que en el período 1995-1996 se intensificó el control en los lugares de ventas de fuegos artificiales, en cuanto a no venderlos a los menores de edad, pero, afirmó, no se observó una diferencia importante en la proporción de afectados.





Considerando los antecedentes enumerados, el expositor manifestó que era necesario reforzar la educación a los padres, a los profesores de enseñanza básica y a los niños menores de 15 años en esta materia.





Concluyó, asimismo, que todos los tipos de fuegos artificiales de uso individual demostraron causar un daño importante en los niños afectados, puesto que una vez encendidos son ingobernables y, por lo tanto, altamente peligrosos.





Seguidamente, el abogado de COANIQUEM representó la preocupación de esta entidad, en cuanto a que ni la legislación actual ni el proyecto en tramitación distinguen entre fuegos artificiales gobernables e ingobernables, ya que éstos últimos son aquellos que una vez disparados no resisten control alguno y, en consecuencia, son sumamente dañinos.





Señaló que es necesario el establecimiento de normas claras que precisen la peligrosidad de los fuegos artificiales, lo que no es recogido por el proyecto aprobado en la Cámara de Diputados, puesto que permite finalmente la manipulación y uso por los niños.





Manifestó que COANIQUEM cree que la única solución es establecer la prohibición absoluta de fabricación, importación, uso y manipulación de los fuegos artificiales y elementos pirotécnicos no gobernables. Agregó que lo anterior no afectaría garantías constitucionales, por cuanto el derecho a la vida y a la salud tendrían preeminencia sobre la libertad económica y de comercio.





Precisó que COANIQUEM sólo está solicitando que se restrinja la fabricación, importación, uso y manipulación de los fuegos artificiales gobernables, y la prohibición absoluta respecto de los artículos ingobernables.





Finalmente recordó que la Convención sobre los Derechos del Niño establece claramente que los Estados Partes, entre ellos Chile, deben adoptar las disposiciones legislativas que protejan a la población infantil en su desarrollo, salud y supervivencia.





El Honorable Diputado señor Melero efectuó una precisión referida al término ingobernable, en cuanto la no gobernabilidad de los fuegos artificiales no surge de la naturaleza del producto, sino que de su manipulación, sea por menores o mayores de edad, agregando que por ello no es posible clasificar a los artículos de pirotecnia en gobernables o ingobernables.





El señor Director General de la Dirección General de Movilización Nacional opinó que era muy compleja una clasificación de los fuegos artificiales en gobernables o ingobernables, sobre todo en el aspecto de su control por las entidades autorizadas.





El señor Presidente de COANIQUEM señaló que dichos términos eran utilizados en el ámbito médico para precisar las características de los distintos tipos de fuegos artificiales, esto es, los que sólo pueden manipularse por expertos o instituciones responsables, y los de uso doméstico, personal o individual, siendo estos últimos ingobernables una vez encendidos.





El Jefe de la Segunda Zona de Carabineros manifestó que en la Institución existe una gran preocupación por los efectos de los fuegos artificiales en la salud de la población menor de edad, ya que Carabineros es quien enfrenta en sus primeros momentos los accidentes derivados del mal uso de dichos artículos. Por lo mismo, se ha logrado una gran coordinación con COANIQUEM en cuanto a ejercer un fuerte control y fiscalización respecto de los vendedores de menor envergadura, lo que en todo caso es de difícil cumplimiento para Carabineros, porque significa el despliegue de recursos humanos que también son necesarios en otras áreas.





Por último, expresó que su Institución opinaba que la solución legal debiera consistir en una gran restricción o, derechamente, en la eliminación del uso doméstico y personal de los fuegos artificiales y otros artículos pirotécnicos.





En una sesión posterior, la Comisión escuchó a un representante de los importadores de fuegos artificiales y artículos pirotécnicos quien precisó ser mandatario de tres empresas que en su conjunto importan, distribuyen y venden al público más de la mitad de los artículos que se comercializan en el país, los que en su mayoría son de origen chino.





Expresó que luego de ser oídos en la H. Cámara de Diputados, ésta resolvió que una prohibición en los términos contemplados en las mociones que dieron inicio a la tramitación del proyecto de ley, adolecería de inconstitucionalidad.





Sus representados reconocen que en Chile existe un problema grave, cual es el de las quemaduras provocadas principalmente en los niños, por efecto de la manipulación irresponsable, descuidada e imprudente de fuegos artificiales.





Agregó, que estiman que el origen y la magnitud del problema están lejos de corresponder a lo planteado por COANIQUEN, ya que  prima un factor cultural en el fondo del asunto. No existiría una falencia de orden fiscalizador, puesto que ello se establece claramente en la Ley de Control de Armas y Explosivos y su Reglamento.





Es así, añadió, que el importador debe presentar una solicitud a la autoridad militar para efectuar la compra de fuegos artificiales, previa revisión por el Cuerpo de Bomberos de los locales donde se almacenarán, entidad que emitirá un informe a la respectiva guarnición militar, dando ésta, si se cumplen los requisitos, la autorización correspondiente para la importación de determinado tipo de fuegos artificiales.





Materializado el acto mercantil con la llegada de los productos a Chile, nuevamente la autoridad militar, a través de un instituto especializado, recoge ejemplares de cada uno de los fuegos artificiales para detonarlos y de esa manera verificar que se trate de material permitido, el cual debe explotar a la altura mínima requerida de tres metros, esto es, más arriba de la estatura de cualquier persona.





En este punto intervino la Honorable Diputada señora Cristi planteando la situación de los fuegos artificiales denominados "saltarinas", "viejas" y "estrellitas", que no saltan más de tres metros.





El expositor puntualizó que aquellos eran artefactos de encendido instantáneo sin poder de detonación, es decir, no provocaban una explosión.





Prosiguió señalando que el control es tan minucioso, que si algún artefacto resultare deficiente, la autoridad militar ordenará al importador que lo destruya o lo reexporte, siendo esta última medida bastante ilusoria por los gastos que implicaría, por lo que ha ocurrido que el propio comerciante ha decidido su destrucción.





A continuación, observó que la magnitud del problema ha sido sobredimensionada, porque aun constituyendo una realidad, no tiene un carácter epidémico como lo presenta la Corporación de Ayuda al Niño Quemado, reconociendo que, en todo caso, la finalidad de dicha institución es loable.





Insistió en la magnificación de la gravedad de los hechos, ya que  pretender que se dicte una ley prohibitiva, excluyendo definitivamente de su actividad comercial legítima a un grupo de empresarios que invierten capitales de cuantía en este tipo de importaciones, no tiene equilibrio ni equidad. Comentó que a raíz de la campaña desarrollada por los medios de  comunicación, para las fiestas de fin de año en 1995, las ventas bajaron en un 60%, configurando un cuadro de pérdidas evidente. 





Por ello, agregó, la forma de enfrentar el tema de los fuegos artificiales es la que provoca la objeción de los importadores, porque si el énfasis se hubiese puesto en la prevención, en lugar de hacerle creer a la opinión pública que regía una ley prohibitiva, tal vez los resultados serían mejores.





Remitiéndose al informe de COANIQUEM, destacó que en él se deja establecido, luego del seguimiento realizado en distintos Servicios de Salud del país, más la campaña publicitaria a través de todos los canales de televisión y de las radios donde se llamaba a no comprar fuegos artificiales, que no hubo variación significativa en el número de menores accidentados, es decir, los niños que resultaron quemados por fuegos artificiales alcanzaron una cantidad similar a períodos anteriores.





La conclusión de COANIQUEM, destacó, viene a ratificar que el  origen del problema se asienta en una visión cultural determinada acerca del tema por parte de la ciudadanía. En consecuencia, la solución no está en dictar una ley prohibitiva, sino que en educar para prevenir.





Añadió que los mismos recursos destinados para instar a la población a no comprar fuegos artificiales, se podrían utilizar en educar a los padres y personas mayores en la entrega responsable de dichos artefactos a los niños y su fiscalización oportuna, con lo cual se lograrían beneficiosos y saludables resultados.





Prosiguió expresando que sus representados estiman que la estadística manejada por COANIQUEM demuestra  el tratamiento sesgado del problema, porque se utilizan cifras sin especificar la relación con niños quemados, y lo que es más grave, es que no se señala en el número de accidentes registrados en el país, cuántos provienen de fuegos artificiales clandestinos.





En cuanto a la posibilidad de establecer una prohibición de venta de fuegos artificiales, señaló que sus mandantes entienden que sobrevendría una vulneración de la garantía constitucional sobre libertad de trabajo, por la gran cantidad de personas que están ligadas al comercio legítimo de fuegos artificiales. Además, se estarían transgrediendo el derecho a ejercer cualquier actividad económica lícita y la garantía del derecho de propiedad.





La Honorable Diputado señora Cristi solicitó al representante de los importadores de fuegos artificiales referirse a la actividad que el proyecto de ley está tratando de suprimir, porque dijo, se está uniendo lo que permite y no permite la legislación, pudiendo configurar un concepto errado de la cuantificación, ya que lo que se busca es impedir la venta de fuegos artificiales al por menor y permitir los grandes espectáculos pirotécnicos.





El señor representante de los importadores de fuegos artificiales respondió señalando que además de las garantías constitucionales mencionadas, con una ley prohibitiva también se estaría vulnerado indirectamente el derecho consagrado en el número 26, del artículo 19 de la Constitución Política, es decir, la no afectación de los derechos en su esencia ni el impedir su libre ejercicio, porque a pesar de  que el proyecto de ley está enfocado a los fuegos artificiales de uso personal, este sólo aspecto configura el 99% de la actividad comercial de dichos productos. El resto es lo que compra la Municipalidad de Valparaíso para el espectáculo de Año Nuevo y algunas otras municipalidades que se han interesado por efectuar actividades parecidas, que incluso no se comercializa en el país, puesto que los municipios contratan su adquisición en el extranjero.





La Honorable Diputada señora Cristi recordó al representante de los importadores de fuegos artificiales, que él habría citado en la Comisión de Defensa Nacional de la Cámara de Diputados montos de cifras de las importaciones de fuegos artificiales y de los que se alcanzarían con la prohibición, indicando que en esta última situación no era un 5% o más de la actividad comercial de los importadores lo que se permitiría, sino que casi la mitad de sus negocios en el rubro.





El señor representante de los importadores de fuegos artificiales puntualizó que lo entregado a la Comisión de Defensa Nacional de la Cámara de Diputados fue un detalle de las últimas importaciones de sus clientes, y dicha información tenía por objeto avalar las consideraciones sobre el respeto del derecho de propiedad y del libre ejercicio de una actividad económica lícita.





Seguidamente, el Honorable Senador señor Prat advirtió que gran parte de la exposición del señor representante de los importadores de fuegos artificiales giró en torno al proyecto original y no respecto del texto aprobado por la Cámara de Diputados y en estudio en el Senado, solicitándole la opinión que le merecía el actual proyecto de ley.





El señor representante de los importadores de fuegos artificiales explicó que efectivamente su intervención se había centrado en el texto original porque, junto a sus representados, notaba que a pesar de los esfuerzos desplegados ante la Comisión de Defensa Nacional de la Cámara de Diputados, por los medios de comunicación social se había continuado informando de manera errónea, principalmente por el Presidente de COANIQUEM, en cuanto a que estaría rigiendo una ley prohibitiva de la importación y comercio de los fuegos artificiales, y que dicha prohibición sería la única solución para los niños quemados en Chile.





En cuanto al texto en análisis por la Comisión, opinó que no introducía ningún concepto nuevo, porque la prohibición de venta a los menores de 18 años y al comercio clandestino se contienen en el Reglamento de la Ley sobre Control de Armas y Explosivos, normas a las que se les estaría dando rango de ley, lo que, en todo caso, le parecía una decisión excelente.





A continuación, el Honorable Senador señor Mc Intyre destacó que a pesar de todo lo informado por el invitado debía reconocerse que el número de accidentados era considerable, afectando principalmente a las personas de escasos recursos, por lo que el proyecto, prohibiendo la venta a menores de 18 años, no lograría eficacia por tratarse de un segmento de la población de difícil control, en consideración a sus características socio-culturales. Por ello, evidenció un problema de difícil solución, relacionándolo con la función de los importadores que es meramente comercial.





El señor representante de los importadores de fuegos artificiales reconoció lo expresado por el H. Senador señor Mc Intyre, pero, a su vez, reiteró que la solución no consistía en dictar una ley prohibitiva, ya que se estaba ante un problema cultural y una costumbre arraigada de utilizar fuegos artificiales en las fiestas de fin de año, por lo que una prohibición fomentaría la compra de dichos productos en el comercio clandestino.





La Honorable Diputada señora Cristi, informó tener conocimiento de que la industria de fuegos artificiales en Chile prácticamente no existe, porque todo es importado. Reiteró que donde existe un control eficaz es respecto de los espectáculos pirotécnicos masivos, no ocurriendo lo mismo en cuanto a los fuegos artificiales que ocupan los niños.





Explicó que se ha querido regular en una ley todo lo concerniente a la venta de fuegos artificiales al público en general, porque en la actualidad dicha materia tiene un carácter reglamentario.





Su Señoría evidenció que, en todo caso, existe una discusión acerca de la constitucionalidad de una norma prohibitiva, manifestando que apoyaba la tesis de que no se vulnera ninguna disposición de la Constitución Política, ya que los hechos configuran un atentado contra la seguridad de las personas.





Teniendo presente el debate, la Comisión acordó solicitar un informe a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento del Senado, en relación a la controversia respecto de la constitucionalidad del proyecto de ley.





La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento evacuó el informe solicitado con fecha 13 de noviembre de 1996. En cuanto al contenido del proyecto en análisis, en primer término dicho informe hace presente que "él podría adolecer de un vicio de constitucionalidad, en cuanto a la titularidad de la iniciativa, por cuanto se trata de otorgar a la Dirección General de Movilización Nacional una atribución nueva, cual es la de autorizar determinadas actividades industriales y comerciales relacionadas con los fuegos artificiales". Agrega que en el proceso de formación de la ley ello sólo podría ser puesto en marcha por el Presidente de la República, según dispone el artículo 62, inciso cuarto, número 2º de la Constitución Política.





Además, dicha Comisión advierte discrepancia  entre una  de las disposiciones del proyecto -artículo 1º, número 3, que agrega un artículo 3ºA a la ley Nº17.798- y el artículo 19 número 21 de la Carta Fundamental, pues debe ser la ley la que regule la actividad económica garantizada en esa disposición y no el reglamento.





Agrega el señalado informe, que el proyecto somete al control de la autoridad pertinente, incluso las piezas y partes de los fuegos artificiales, "lo que deja abierta la posibilidad de invocar el precepto para controlar, por ejemplo, el papel o cartón en que van a estar contenidos los artículos que se ponen bajo vigilancia.". Añade que "No obstante ser una regulación de la actividad establecida a nivel legal, ella podría llegar a afectar la esencia del derecho a desarrollar actividades económicas que asegura el citado número 21 del artículo 19 de la Carta Fundamental.".





En virtud de lo expresado, la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento adoptó los siguientes acuerdos:





- Sugerir eliminar las palabras "sus partes y piezas", que figuran en el número 2 del artículo 1º de la iniciativa.





- Recomendar reemplazar el número 3 del artículo 1º del proyecto, por otro que, "en lugar de regular actividades industriales y comerciales, se circunscriba a encomendar la fijación de requisitos y especificaciones técnicas al reglamento, lo que sí puede hacerse sin contrariar las normas constitucionales, y que prohiba cualquier acto o contrato que tenga por resultado la entrega a cualquier título, y el uso, de fuegos artificiales y artículos similares a menores de 18 años.".





El texto recomendado es el siguiente:





"Los fuegos artificiales, artículos pirotécnicos y otros artefactos similares, que se importen, fabriquen o distribuyan en el país deberán cumplir con los requisitos y especificaciones técnicas que establezca el reglamento.





Se prohibe la comercialización, distribución, entrega a cualquier título y uso de fuegos artificiales, artículos pirotécnicos y otros artefactos similares, a menores de 18 años.".





El Honorable Senador señor Gazmuri expresó que el planteamiento de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, en cuanto a que la regulación de una actividad económica debe estar incluida en la ley, sólo es atendible en lo que se refiera a los aspectos básicos de dicha regulación y no en lo relativo a todos sus detalles que perfectamente puede quedar entregado al reglamento, pues lo contrario sería dar una interpretación extensiva a lo dispuesto en el número 21 del artículo 19 de la Constitución Política.





Vuestra Comisión, teniendo en cuenta el informe remitido por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, resolvió, unánimemente, oficiar al señor Ministro de Defensa Nacional, con el objeto de que el Ejecutivo, si lo tuviere a bien, se sirva considerar la presentación de indicaciones a la iniciativa de ley en análisis, específicamente respecto de su artículo 1º.





Posteriormente, el Ejecutivo presentó indicaciones a todos los numerales del artículo 1º del proyecto, las que prácticamente no presentan diferencias con el texto aprobado por la H. Cámara de Diputados.





La Comisión continuó el análisis del proyecto en sesión de 3 de junio de 1998.





El Honorable Senador señor Pinochet opinó que la Ley sobre Control de Armas y Explosivos debe supervigilar y controlar los fuegos artificiales y artículos pirotécnicos que puedan ser comercializados por las empresas importadoras a entidades u organizaciones, como las Municipalidades, que los utilicen en espectáculos pirotécnicos de envergadura, agregando que debiera prohibirse la comercialización de dichos artículos al resto de la población, por el peligro, comprobado, que implica su manipulación tanto por menores como por adultos.





El Honorable Senador señor Zaldívar (don Adolfo) concordó en general con lo expresado por el Honorable Senador señor Pinochet, manifestando que, en todo caso, no podía olvidarse el tema de la constitucionalidad de una norma que pudiera afectar el derecho a desarrollar actividades económicas, el que está reconocido por el número 21 del artículo 19 de la Constitución Política.





Retomando el análisis del proyecto en la sesión de la legislatura extraordinaria del 6 de octubre de 1999, participó en el debate el Honorable Diputado señor Melero, quien denotó que el proyecto en discusión tiene una larga data en el Congreso Nacional, recobrando toda su vigencia en estos últimos meses del año 1999, donde se celebrarán la Navidad y el Año Nuevo bajo un prisma especial por entrar a un nuevo milenio, lo que seguramente acarreará un altísimo número de personas quemadas o dañadas por los fuegos artificiales.





Informó a la Comisión que se ha llevado a cabo, durante el transcurso del año, un largo trabajo entre el Ministerio de Salud, el Ministerio de Defensa Nacional y los señores Diputados que presentaron las mociones, con el objeto de poder resolver algunos de los problemas de constitucionalidad que dificultan la tramitación del proyecto, entendiendo que existiría un compromiso del Ejecutivo para respaldar el proyecto, incorporándole ciertas indicaciones sustitutivas que lo perfeccionarían.





A continuación, dio lectura a un documento que contiene la justificación de la idea de legislar en esta materia, como también la procedencia de su normativa, desde el punto de vista constitucional, exposición anexada a otras entregadas anteriormente a la Comisión.





Con todo, resaltó la conveniencia de legislar sobre la adquisición y el uso de los fuegos artificiales, basado en una clara motivación de bien común, y teniendo presente que en el artículo 1º de la Constitución Política se dispone que el Estado está al servicio de la persona humana y su finalidad es promover el bien común, siendo su deber, entre otros, el dar protección a la población. Por lo demás, el artículo 19, Nº 1º, de la Carta Fundamental asegura a todas las personas el derecho a la vida y a la integridad física y psíquica, y el número 8º de la misma disposición reconoce como garantía constitucional el derecho a vivir en un medio ambiente libre de contaminación, constituyendo deber del Estado tutelar la preservación de la naturaleza, pudiendo, para estos efectos, una ley establecer restricciones específicas al ejercicio de determinados derechos para proceder a su protección.





Indicó ser un punto sustancial, para configurar la constitucionalidad del proyecto, el que la peligrosidad de los fuegos artificiales se genera en la ingobernabilidad del uso individual o personal y, por tanto, proviene de la naturaleza misma del artefacto pirotécnico. Añadió que la coherencia con el artículo 19, Nº 21º, inciso primero, de la Constitución Política, que garantiza a todas las personas el derecho a desarrollar cualquiera actividad económica que no sea contraria a la moral, al orden público o a la seguridad nacional, respetando las normas legales que la regulen, se deduce del propio texto constitucional, puesto que deja abierta la potestad del legislador para normar cualquiera actividad económica.





El término "regular", en opinión de Su Señoría, significa ajustado y conforme a regla, esto es, conforme a un Estatuto, Constitución o modo de ejecutar una cosa. Toda regulación para tener fundamento jurídico debe orientarse siempre a la búsqueda del bien común, de conformidad a lo establecido en el artículo 1º de la Carta Fundamental. Las materias respecto de las cuales puede restringirse el ejercicio de una actividad económica son múltiples, y las medidas de prevención por causa de la salud pública han sido expresadas, y reiteradamente aceptadas por nuestra jurisprudencia. Un fallo de la Corte Suprema de fecha 8 de junio de 1981 expresó que "el derecho a desarrollar cualquier actividad económica puede verse restringida por medidas de control sanitario".





En cuanto a estarse infringiendo la libertad de trabajo, contemplada en el artículo 19, Nº16º, de la Constitución Política, indicó que el proyecto no prohibe una actividad ni restringe a las personas para trabajar en ella, regulando sólo el uso de aquellos fuegos artificiales, que manipulados por expertos, son susceptibles de control eficaz y ofrecen una razonable seguridad para la población.





Añadió que el proyecto coincide con el artículo 19, Nº 26º, de la Carta Fundamental, en cuanto no se afectan los derechos en su esencia, ya que éstos se deben apreciar con criterios cualitativos y no cuantitativos, de modo que se mantiene como lícita la actividad relacionada con el uso de fuegos artificiales en espectáculos masivos, teniendo en cuenta su capacidad de control eficaz. La jurisprudencia existente en la materia indica que un derecho es afectado en su esencia, cuando se le priva de aquello que le es consustancial, de manera tal que deja de ser reconocible. En consecuencia, aseveró, la actividad relacionada con la fabricación, importación y comercialización de fuegos artificiales podrá seguir desarrollándose bajo las mismas características esenciales que tiene hoy, y el único cambio sería el restringir, por razones de bien común, el mercado al cual pueda accederse con el producto. No se están planteando nuevas exigencias para el desarrollo de la actividad.





Reiteró a la Comisión la información dada al principio de su intervención, en cuanto se estarían redactando por el Ejecutivo algunas indicaciones al proyecto en análisis.





El Honorable Senador señor Canessa manifestó su opinión favorable a la idea de legislar en esta materia, en razón de la evidente necesidad de proteger a la ciudadanía de los perjuicios que puedan ocasionar los fuegos artificiales, principalmente en lo que dice relación con su almacenaje, depósito y transporte. Por ello, y, en ese sentido, formuló una indicación para incluir en el artículo pertinente las actividades de "almacenamiento" y "transporte", como otras que deben regularse en el artículo 3º A.





El Honorable Senador señor Romero estimó que existía la suficiente conciencia entre los parlamentarios acerca de la ingobernabilidad de los fuegos artificiales y artículos pirotécnicos, aunque, en su opinión, debiera buscarse una fórmula para salvar ciertas situaciones de orden constitucional que han sido correctamente planteadas en el informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento del Senado. De modo que manifestaba su opción favorable a la idea de legislar, para luego estudiar con detención los cambios que se pretende introducir al texto aprobado por la Cámara de Diputados.





- Puesto en votación general el proyecto, se aprobó, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, HH. Senadores señores Canessa, Fernández, Matta y Romero.

- - -





Previo a la discusión particular, se recibió a los representantes del Ministerio de Salud y de COANIQUEN, quienes expresaron estar interesados en profundizar algunas particularidades del proyecto en estudio.





La asesora legislativa del Ministerio de Salud informó que junto al Ministerio de Defensa Nacional se había estado trabajando en una indicación sustitutiva del proyecto, encontrándose en el trámite correspondiente en el Ministerio Secretaría General de la Presidencia. Tres serían los puntos cruciales modificatorios, uno al artículo 3ºA donde se establecería una prohibición a la importación, uso, venta, comercialización, distribución o fabricación de toda clase de fuegos artificiales en relación al uso doméstico o personal de los mismos. El segundo sería un aporte al proyecto, en orden a definir los fuegos artificiales, artículos pirotécnicos y otros de similar naturaleza, con un concepto amplio y descriptivo. La tercera diferencia dice relación con las multas, aumentándose en forma considerable el monto de ellas. Esto último se decidió en base a un estudio efectuado con distintos jueces de policía local, el que indicó la procedencia de acrecentar las multas.





El abogado de COANIQUEM acotó que el proyecto aprobado por la Cámara de Diputados no da solución al problema de fondo, porque la legislación que rige la materia y el objetivo de la iniciativa restringen el uso y prohiben la venta a los menores de 18 años, lo que en la práctica no sucede, de manera que para acabar con los niños quemados, debe prohibirse el uso particular, dejando solamente la posibilidad de los espectáculos públicos y eventos que se llevan a ejecución organizadamente bajo responsabilidades concretas. La idea central de la futura indicación sustitutiva es transformar la restricción en una prohibición para el uso personal de los fuegos artificiales, teniendo en consideración, por lo demás, las festividades connaturales a un cambio de milenio, que se avecinan, y que probablemente significarán muchos menores afectados y dañados.





En este mismo razonamiento, el Jefe del Departamento Jurídico del Ministerio de Salud explicó que se están coordinando sistemas que permitan a los servicios de urgencia, en Navidad y Año Nuevo, contar con los refuerzos de personal necesarios para tales acontecimientos.





El Honorable Senador señor Pizarro solicitó una aclaración sobre el concepto de uso doméstico, en relación a aquellos restaurantes, hoteles o fiestas que ofrecen espectáculos pirotécnicos.





El Jefe del Departamento Jurídico del Ministerio de Salud señaló que debiera afinarse dicho concepto, aunque, en todo caso, el Ministerio opina que esas situaciones tendrían la calidad de públicas o colectivas, en contraposición a lo doméstico que sería lo más restringido posible.





Agregó el Honorable Senador señor Pizarro, que en todo caso no le parecía equitativo el que una familia reunida o un grupo de amigos, todos mayores de edad, no pudieran celebrar, por ejemplo, el Año Nuevo haciendo estallar algunos fuegos artificiales y artículos pirotécnicos.





El abogado de COANIQUEM observó que la manipulación de los fuegos artificiales, aunque la efectúe un adulto, tiene un característica decisiva de ingobernabilidad. Una vez disparado o prendido no es posible revertir su trayectoria y caída. El 70% de las quemaduras por fuegos artificiales se producen en los espectadores de los mismos.





El Honorable Senador señor Pizarro estimó que exigir calidad en la fabricación es una manera de darle seguridad a los fuegos de artificio, mereciéndole dudas al Honorable Senador señor Canessa este hecho, porque las personas usuarias de aquellos no cuentan con la especialización suficiente ni precaven los eventuales daños a si mismos o a terceros. Agregó estar, en todo caso, de acuerdo con el calificativo de ingobernable para cualquier fuego artificial.





El Director del Centro de Rehabilitación de COANIQUEN enfatizó lo indicado anteriormente, en cuanto la mitad de los pacientes menores de edad atendidos son espectadores, significando que el fuego de artificio lo disparó otro niño o un adulto y, además, cumplen un rol de víctimas siendo sobrepasados sus derechos a la salud y a la vida. Precisó otro dato importante de considerar, cual es que la mayoría de los fuegos artificiales que han dañado a los menores fueron vendidos en el comercio, provenientes de industrias dedicadas al rubro, es decir, no tienen una dudosa procedencia. En consecuencia, la clave del problema está en la responsabilidad que debe asumirse para utilizar los artículos pirotécnicos.





El Honorable Senador señor Romero declaró coincidir con el concepto de ingobernabilidad, porque es un término con asidero en la realidad -conocida por Su Señoría en su papel de Presidente del Círculo de Amigos del Hospital Exequiel González Cortés-, que lleva a concluir que los fuegos artificiales son, tal vez, una de las causas de accidentes más trágicas que acaecen en el país. Por ello, debe buscarse la manera de ponerle coto a esa situación, pero sin olvidar que existen restricciones, derivándose un problema de constitucionalidad si la norma fuere absolutamente prohibitiva. El camino es agotar la creatividad para encontrar un fórmula que permita la manipulación de fuegos artificiales sólo a personas o entidades responsables, ya que con ellos a cargo el riesgo disminuye. Sería conveniente revisar la proposición de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, en la búsqueda de una solución para el proyecto de ley.





El Honorable Senador señor Fernández, respecto a la distinción entre el mayor riesgo proveniente del manejo de fuegos artificiales por personas sin preparación y el menor peligro si lo operan expertos, opinó que ella debiera establecerse en la ley, quizás asimilándolo al uso de las armas de fuego, porque cierto tipo de éstas no las pueden manejar ni poseer los particulares, y la normativa que contempla esta prohibición no es inconstitucional. La idea sería permitir el uso de los fuegos pirotécnicos, bajo un plan aprobado por alguna autoridad que otorgue el correspondiente permiso para realizar esta actividad. La característica del precepto debiera ser la imposibilidad de vender fuegos artificiales a cualquier persona. En el caso de proceder la venta, al interesado le correspondería comprobar, ante la autoridad, el destino que se le dará a dichos fuegos. Su duda se presenta respecto a cuál podría ser la autoridad participante.





La asesora legislativa del Ministerio de Salud informó a la Comisión que el 70% de los accidentes son causados por los denominados fuegos menores o de libre adquisición, grupos 1 y 2 del Reglamento de la Ley sobre Control de Armas y Explosivos, los que no están sujetos a control.





El Honorable Senador señor Fernández indicó que claramente se observa la necesidad de preceptuar que la venta debe contar con una autorización previa.





El Honorable Senador señor Pizarro expresó sus reservas en cuanto a supeditar una materia tan delicada, por sus consecuencias, al buen o mal criterio de un funcionario o de una instancia determinada. Podría ser fuente de grandes discriminaciones. Añadió, que no compartía la idea de establecer una prohibición total, porque, como ha sucedido con otras proscripciones, la generación de males peores es casi inevitable, sea la venta clandestina o la fabricación casera que no admiten control alguno.

- - -

DISCUSION PARTICULAR





El proyecto de ley aprobado por la H. Cámara de Diputados consta de dos artículos permanentes y uno transitorio.

Artículo 1º





Consulta tres numerales, con sendas modificaciones a la ley Nº 17.798, sobre Control de Armas y Explosivos.





El número 1 modifica el artículo 1º de la citada ley Nº 17.798, para incorporar los "fuegos artificiales y artículos pirotécnicos" entre los elementos respecto a los cuales el Ministerio de Defensa Nacional ejerce la supervigilancia y control, a través de la Dirección General de Movilización Nacional.





Su número 2 agrega una letra g), nueva, al artículo 2º de la ley Nº 17.798, incluyendo los fuegos artificiales, artículos pirotécnicos y otros artefactos de similar naturaleza, sus partes y piezas, en la descripción de los elementos sometidos al señalado control, exceptuándolos de la aplicación de determinadas artículos de la citada ley, por cuanto esas disposiciones son propias de aplicar a las armas y explosivos.





El número 3 adiciona un artículo 3º A, nuevo, a la ley Nº 17.798, con el siguiente texto:





"Artículo 3º A.- La importación, venta, comercialización, distribución o fabricación de toda clase de fuegos artificiales, artículos pirotécnicos y otros artefactos de similar naturaleza, sus partes y piezas destinados al uso individual o colectivo, requerirán de autorización de la Dirección General de Movilización Nacional, la que se otorgará en la forma y condiciones que determine el reglamento, debiendo en lo demás ajustarse en lo que corresponda a los términos previstos en esta ley.





Prohíbese en todo el país la comercialización de fuegos artificiales
 de cualquier clase, tipo o efecto a menores de 18 años.





En todo caso, estas ventas autorizadas sólo podrán realizarse en locales del comercio establecido.".





El Ejecutivo presentó una indicación para sustituir el artículo 1º del proyecto, por otro que sólo presenta diferencias en la redacción del numeral 3, respecto del artículo 3º A, nuevo, en cuanto en su inciso segundo se omite el vocablo "artificiales" después de la palabra "fuegos", y en el inciso tercero no figura el término "autorizadas" a continuación de la expresión "estas ventas".





La Comisión tuvo presente que hace algún tiempo, cuando consultó a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento del Senado en lo relativo a la constitucionalidad del proyecto, respecto a su artículo 3º A, ésta recomendó reemplazarlo por otro que no contraríe las normas constitucionales, artículo 19, Nº 21, de la Carta Fundamental, puesto que debe ser la ley la que regule el ejercicio de una actividad sin afectar garantías constitucionales en su esencia o impidiendo su ejercicio, y sin derivar dichas regulaciones hacia el reglamento, al cual si se puede encomendar la fijación de requisitos y especificaciones técnicas. El texto de reemplazo sugerido por la Comisión de Constitución, Justicia y Reglamento es el siguiente:





"Los fuegos artificiales, artículos pirotécnicos y otros artefactos similares, que se importen, fabriquen o distribuyan en el país deberán cumplir con los requisitos y especificaciones técnicas que establezca el reglamento.





Se prohibe la comercialización, distribución, entrega a cualquier título y uso de fuegos artificiales, artículos pirotécnicos y otros artefactos similares, a menores de 18 años.".





Por su parte, el Honorable Senador señor Canessa presentó una indicación para incorporar en el texto del artículo 3º A, los términos "almacenamiento y transporte", pues estas actividades realizadas con los fuegos artificiales tienen una evidente peligrosidad y, en consecuencia, deben también regularse.





- En virtud de todo lo anterior, vuestra Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, HH. Senadores señores Canessa, Fernández, Lagos y Zaldívar (don Adolfo), adoptó los siguientes acuerdos respecto al artículo 1º:





- Rechazó la indicación del Ejecutivo.





- Aprobó el numeral 1, sin enmiendas.





- Aprobó el numeral 2, con modificaciones formales a las letras e) y f) del artículo 2º de la ley Nº 17.798, y a la letra g), nueva, que se agrega.





- Aprobó el numeral 3, con el texto de reemplazo transcrito anteriormente, intercalándole la expresión ",transporten y almacenen" después de "fabriquen", y con otras enmiendas de carácter formal.

Artículo 2º





El inciso primero confiere competencia al juez de policía local del lugar en que se hubieren cometido las infracciones a lo dispuesto en el artículo 3º A, nuevo, que por el artículo 1º del proyecto se agrega a la ley Nº 17.798, haciendo aplicable el procedimiento relativo a las faltas y concediendo acción pública para la denuncia.





Su inciso segundo prescribe que la sanción aplicable por dichas infracciones consistirá en multas de 10 a 50 UTM. En caso de reincidencia, el juez podrá decretar la clausura del establecimiento infractor hasta por 30 días.





El inciso tercero preceptúa que si la infracción recayera en la fabricación de fuegos artificiales y artículos pirotécnicos, la multa será de 25 a 75 UTM, además de la clausura definitiva del establecimiento respectivo.





Su inciso cuarto establece que el juez siempre deberá decretar el comiso de las especies incautadas, debiendo remitirlas a la Dirección General de Movilización Nacional, para los fines que ésta estime pertinentes.





- Recibió aprobación unánime, votando los HH. Senadores señores Canessa, Fernández, Lagos y Zaldívar (don Adolfo).

Artículo transitorio





Establece que el Presidente de la República, en el plazo de 90 días a contar de la fecha de vigencia de la ley en proyecto, deberá efectuar las adecuaciones y complementaciones que fueren necesarias para adaptar a esta normativa el texto del decreto Nº77, del Ministerio de Defensa Nacional, de 1982, sobre reglamento de la Ley de Control de Armas y Explosivos. 





- Se aprobó unánimemente, con idéntica votación a la registrada precedentemente.

- - -

MODIFICACIONES





En conformidad con los acuerdos adoptados, vuestra Comisión de Defensa Nacional tiene a honra proponeros las siguientes modificaciones al proyecto aprobado por la H. Cámara de Diputados:

Artículo 1º

Número 2.





Sustituirlo por el siguiente:





"2. Modifícase el artículo 2º, del modo siguiente:





a) En su letra e), sustitúyense al final la conjunción "y" y la coma (,) que la antecede, por un punto y coma (;).





b) En su letra f), reemplázase el punto final (.) por una coma (,), seguida de la conjunción "y".





c) Agregáse la siguiente letra g), nueva:





"g) Los fuegos artificiales, artículos pirotécnicos y otros artefactos de similar naturaleza, sus parte y piezas. En este caso no será aplicable lo dispuesto en los artículos 8º, 14 A, 19 y 25 de esta ley."".

Número 3.





Reemplazarlo por el que sigue:





"Agrégase el siguiente artículo 3ºA, nuevo:





"Artículo 3ºA.- Los fuegos artificiales, artículos pirotécnicos y otros artefactos similares, que se importen, fabriquen, transporten, almacenen o distribuyan en el país, deberán cumplir con los requisitos y especificaciones técnicas que establezca el reglamento.





Prohíbese la comercialización, distribución, entrega a cualquier título y uso de fuegos artificiales, artículos pirotécnicos y otros artefactos similares, a menores de 18 años.".".

- - -

TEXTO DEL PROYECTO





En virtud de las modificaciones anteriores el proyecto de ley queda como sigue:





PROYECTO DE LEY:





"Artículo 1º.- Modifícase la ley Nº 17.798, sobre Control de Armas y Explosivos, en la forma que sigue:





1. Intercálase en el inciso primero del artículo 1º, a continuación de la palabra "explosivos" y antes de la conjunción "y", precedida de una coma (,), la frase "fuegos artificiales y artículos pirotécnicos".





2. Modifícase el artículo 2º, del modo siguiente:





a) En su letra e), sustitúyense al final la conjunción "y" y la coma (,) que la antecede, por un punto y coma (;).





b) En su letra f), reemplázase el punto final (.) por una coma (,), seguida de la conjunción "y".





c) Agregáse la siguiente letra g), nueva:





"g) Los fuegos artificiales, artículos pirotécnicos y otros artefactos de similar naturaleza, sus parte y piezas. En este caso no será aplicable lo dispuesto en los artículos 8º, 14 A, 19 y 25 de esta ley.".





3. Agrégase el siguiente artículo 3º A, nuevo:





"Artículo 3ºA.- Los fuegos artificiales, artículos pirotécnicos y otros artefactos similares, que se importen, fabriquen, transporten, almacenen o distribuyan en el país, deberán cumplir con los requisitos y especificaciones técnicas que establezca el reglamento.





Prohíbese la comercialización, distribución, entrega a cualquier título y uso de fuegos artificiales, artículos pirotécnicos y otros artefactos similares, a menores de 18 años.".





Artículo 2º.- Será competente para el conocimiento de las infracciones a lo establecido en el artículo 3º A de la ley Nº 17.798, el juez de policía local del lugar en que se hubieren cometido, aplicándose a este efecto el procedimiento sobre faltas y concediéndose acción pública para la denuncia.





Las infracciones serán sancionadas con multa de 10 a 50 unidades tributarias mensuales, sin perjuicio de la facultad del juez para decretar, en caso de reincidencia, la clausura, hasta por 30 días, del establecimiento industrial, artesanal, comercial o importador en que se hubiere vulnerado la norma.





En el caso que la infracción incidiere en la fabricación de estos elementos, la sanción será multa de 25 a 75 unidades tributarias mensuales y la clausura definitiva del establecimiento.





El juez deberá decretar, en todo caso, el comiso de las especies incautadas, las que serán remitidas a la Dirección General de Movilización Nacional para los fines que ésta estime pertinentes.





Artículo transitorio.- El Presidente de la República deberá, en el plazo de 90 días a contar de la fecha de vigencia de esta ley, efectuar las adecuaciones y complementaciones que fueren necesarias para adaptar a esta normativa el texto del decreto Nº 77, del Ministerio de Defensa Nacional, de 1982, sobre reglamento de la Ley de Control de Armas y Explosivos.".

- - -





Acordado en sesiones celebradas los días 10 de enero, 13 de marzo, 12 de junio y 4 de diciembre, de 1996, con asistencia de los Honorables Senadores señores Arturo Frei Bolívar (Presidente), Jaime Gazmuri Mujica, Julio Lagos Cosgrove, Francisco Prat Alemparte y Santiago Sinclair Oyaneder (Ronald Mc Intyre Mendoza); y en los días 3 de junio, de 1998, y 6, 13 y 20 de octubre, de 1999, con asistencia de los Honorables Senadores señores Sergio Fernández Fernández (Presidente), Julio Lagos Cosgrove (Sergio Romero Pizarro), Augusto Pinochet Ugarte (Julio Canessa Roberts), Jorge Pizarro Soto (Manuel Antonio Matta Aragay) y Adolfo Zaldívar Larraín.





Sala de la Comisión, a 25 de octubre de 1999.

                               MARIO LABBE ARANEDA

                            Secretario de la Comisión

RESEÑA.

I.
BOLETINES NºS.: 1502-02 Y 1516-02, refundidos.

II.
MATERIA:

Proyecto de ley que modifica la ley Nº 17.798 de Control de Armas y Explosivos, en lo relativo a fuegos artificiales, artículos pirotécnicos y otros artefactos de similar naturaleza.

III.
ORIGEN:

Dos mociones, una de los HH. Diputados señora María Angélica Cristi y señores Guido Girardi, Patricio Melero, Alejandro Navarro, Sergio Ojeda, Baldo Prokurica, y de los ex Diputados señores Ramón Elizalde, José Luis González, Mario Hamuy, y Carlos Valcarce; y otra del ex Diputado señor Isidoro Tohá.

IV.
TRAMITE CONSTITUCIONAL: Segundo.

V.
APROBACION POR LA CAMARA DE DIPUTADOS: Aprobado en general con el voto conforme de 68 Diputados.

VI.
INICIO TRAMITACION EN EL SENADO: 7 de noviembre de 1995.

VII.
TRAMITE REGLAMENTARIO: Primer informe.

VIII.
URGENCIA: No tiene.

IX.
LEYES QUE SE MODIFICAN O QUE SE RELACIONAN CON LA MATERIA: Ley sobre Control de Armas y Explosivos, y decreto supremo Nº 77 del Ministerio de Defensa Nacional, de 1982, Reglamento Complementario de la Ley sobre Control de Armas y Explosivos.

X.
ESTRUCTURA DEL PROYECTO PROPUESTO: Dos artículos permanentes y uno transitorio.

XI.
PRINCIPALES OBJETIVOS DEL PROYECTO PROPUESTO POR 
LA COMISION: 

1º.- Prohibir la comercialización, distribución, entrega a cualquier título y uso de fuegos artificiales, artículos pirotécnicos y otros artefactos similares, a menores de 18 años.

2º.- Establecer que todos los fuegos artificiales, artículos pirotécnicos y otros artefactos de similar naturaleza que se importen, fabriquen o distribuyan en el país deberán cumplir con los requisitos y especificaciones técnicas que establezca el reglamento.

3º.- Radicar la competencia para conocer las infracciones referidas a la importación, fabricación o a otros procesos característicos de la comercialización de fuegos artificiales, en el Juez de Policía Local del lugar donde se hubieren cometido, concediéndose acción pública para su denuncia, sancionando dichas infracciones con multa al establecimiento respectivo o al importador, infractores, y en caso de reincidencia, con clausura hasta por 30 días. El juez siempre deberá decretar el comiso de las especies incautadas.

XII.
NORMAS DE QUORUM ESPECIAL: Artículo 1º (quórum calificado) y Artículo 2º (orgánico constitucional).

XIII.
ACUERDOS: Aprobado en general y particular, 4-0.

Valparaíso, 25 de octubre de 1999.

MARIO LABBE ARANEDA

    Secretario

